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Iniciativa de Decreto por el que se crea la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado de Coahuila de Zaragoza y sus Municipios.

Presentada por el Lic. Rubén Ignacio Moreira Valdez, Gobernador del Estado de Coahuila de Zaragoza.

Informe en correspondencia el día 28 de Enero de 2015.

Turnada a la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, así como, a los Ayuntamientos del Estado, para que en un plazo de 7 días naturales emitan su opinión, conforme a lo dispuesto en los artículos 60 y 67 de la Constitución Política del Estado y en el artículo 161 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado de Coahuila de Zaragoza.

Lectura del Dictamen: 

Decreto No. 

Publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado:
INICIATIVA DE DECRETO DE LA LEY DE RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA Y SUS MUNICIPIOS, SUSCRITA POR EL GOBERNADOR CONSTITUCIONAL DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, RUBÉN IGNACIO MOREIRA VALDEZ.  

El que suscribe, Gobernador Constitucional del Estado de Coahuila de Zaragoza, en ejercicio de las facultades que me confieren los artículos 59 fracción II y 82 fracción I, de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza; 9 Apartado A fracción I, de la ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de Coahuila de Zaragoza y 152 fracción II y 153 de la ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, me permito someter a la consideración de este Honorable Congreso la presente iniciativa de Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado de Coahuila de Zaragoza y sus Municipios, al tenor de la siguiente: 
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

Desde hace una década se aprobó la adición al párrafo segundo del artículo 113 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en la que se reconoció el derecho de los particulares a recibir una indemnización conforme a las bases, límites y procedimientos que establezcan las leyes secundarias, en aquellos casos en los que el estado cause daños en los bienes o derechos de los particulares derivados de su actividad administrativa irregular, se determinó que dicha responsabilidad fuera objetiva y directa; sin embargo pocas entidades federativas de la república han ajustado sus lineamientos normativos para aplicar este precepto.

El reconocimiento de la responsabilidad del estado, ha sido un gran avance en el plano de las garantías del ciudadano, pues anterior a ello, a pesar de que sí era posible demandarle al estado el cumplimiento de su responsabilidad patrimonial, la dispersión de la regulación en este tema, y las trabas que la legislación imponía a los particulares, hacía casi imposible que el gobernado accediera a la justicia, sobre todo porque en la mayoría de los casos el régimen de responsabilidad del estado estaba recogido a través de normas civilistas cuyo sustento gira en torno del concepto de responsabilidad subjetiva o extracontractual de naturaleza subsidiaria o solidaria.

A través de esta iniciativa, se plantea de manera contundente que la responsabilidad patrimonial del estado sea objetiva y directa, debiendo tomar en cuenta que la responsabilidad objetiva se funda sobre el concepto de daño patrimonial causado por la actividad administrativa irregular de las entidades públicas, y no sobre el concepto de culpa en la conducta del servidor público, además, la responsabilidad directa implica que es el estado quien responde al reclamo de la indemnización que formulan los particulares afectados. 

Las lesiones cometidas en contra de los particulares, deben ser en principio prevenidas, reparadas o resarcidas. Esto significa que con independencia de que la actuación del estado debe proyectarse sin lesionar a los individuos, en todo régimen constitucional y democrático de derecho, debe existir un medio de protección contra las transgresiones que éstos padezcan, que provengan de una actividad administrativa irregular.
Por lo anterior, el Gobierno del Estado, a través de esta iniciativa, pretende garantizar la integridad patrimonial a favor de los particulares por los daños causados como consecuencia del funcionamiento de sus entes públicos, con base en el deber estatal de indemnizar al particular que sufra una lesión en su patrimonio, sin tener la obligación jurídica de soportarlo. 

Esta iniciativa tiene un doble objeto, por una parte contribuir a robustecer el respeto y la confianza de los gobernados frente al estado, lo cual se traduciría en una expresión del estado de derecho al reconocerlo como el mejor instrumento de solución de los problemas de convivencia social, y por otra parte propiciar la elevación en la calidad en los servicios públicos. 

El propósito de integrar en nuestro ordenamiento jurídico un sistema de responsabilidad patrimonial del estado, surge de la exigencia cada vez más reiterada de los gobernados de acceder a la justicia, primeramente, porque la compleja conformación de la actividad del estado requiere de sistemas sencillos y ágiles para proteger a los particulares, y en segundo término, porque la responsabilidad patrimonial, establecida de manera directa, se traduce en un mecanismo de equidad en las cargas públicas, evitando que quien sufre un daño, tenga que soportarlo inequitativamente.

En este sentido, la iniciativa de ley que se propone, tiene como objetivo el contar con un ordenamiento jurídico que puntualice los aspectos concretos que permitirán su instrumentación, tales como la enunciación de sujetos obligados; la autoridad competente que estará facultada para conocer y resolver los procedimientos de responsabilidad patrimonial del estado; el procedimiento que habrá de iniciarse con dicho fin; las excepciones que determinarán los casos en que no se esté en presencia de una actividad administrativa irregular; requisitos e integración del concepto de daño; relación de causalidad entre daño sufrido y su imputación a un sujeto determinado; las características de la indemnización; la autoridad competente para conocer de las controversias derivadas de la aplicación de las leyes en materia de dicha responsabilidad, entre otros conceptos.

Cabe hacer mención que los poderes Legislativo y Judicial, tribunales administrativos y organismos públicos autónomos, sólo serán responsables por las funciones y actos materialmente administrativos. 

También se destaca el caso de servidores públicos que sin estar desarrollando funciones de carácter público, ocasionan con su actuar una lesión a los particulares, sin que el estado deba responder por tales conductas bajo el marco normativo que se propone.

Se dispone también, que toda reclamación por responsabilidad patrimonial se pueda presentar ante el sujeto obligado, o bien, ante la autoridad competente haciendo más sencillo el trámite para los particulares. 

De igual forma, se prevé que dentro del procedimiento, corresponda al particular probar que la lesión sufrida es responsabilidad de los sujetos obligados. Éstos a su vez, deberán acreditar que en la lesión reclamada por el particular hubo participación de terceros o intervención del propio reclamante; o que la actividad de la que deriva la lesión que le fue provocada al particular, no constituye una actividad administrativa irregular.

Así mismo, esta Iniciativa de ley, propone un procedimiento abreviado de reconocimiento de la responsabilidad patrimonial de los sujetos obligados, tendiente a que de manera convencional las partes, autoridad y gobernado, den por concluida la controversia. 

Se precisa además, que en caso de concurrencia acreditada, la indemnización correspondiente, deberá distribuirse proporcionalmente entre todos los causantes de la lesión reclamada, en atención a su respectiva participación. Sin embargo, se destaca que el sujeto obligado que haya proyectado obras ejecutadas por otros, responderá de la lesión causada, cuando éstos no hubieren tenido el derecho de modificar el proyecto por cuya deficiencia se generó la lesión. Por su parte, los ejecutores de las obras responderán de la lesión producida que no tenga como origen deficiencias en el proyecto elaborado por el sujeto obligado.
Es importante señalar que al establecerse la responsabilidad patrimonial del Gobierno del Estado, y demás organismos paraestatales, seguramente se favorecerá la eficiencia en los servicios, despertando la confianza en las autoridades y, por lo anterior, se incentivará la inversión privada, nacional y extranjera.

Es de destacarse también, que esta ley será el detonante de una nueva visión de la eficiencia de las actividades públicas, toda vez que las acciones sin el debido cuidado o planeación pueden generar efectos de daño en los particulares y pueden ser objeto de responsabilidad, lo cual no sólo afectaría al estado en términos presupuestales, sino a los propios servidores públicos o autoridades que procedan inadecuadamente en el cumplimiento de sus funciones, ya que se establece la “repetición” en contra del propio servidor.
Cabe destacar que se tiene presente la problemática financiera y presupuestal que puede significar el establecimiento de la obligación del estado, de indemnizar directamente a los particulares a los que cause un daño con su actuación irregular, por lo que se cuida no convertir al patrimonio público en una especie de aseguradora colectiva, para ello se dan bases, límites y procedimientos para la indemnización.

Como acertadamente se ha dicho: “es cierto que no debe caerse en excesos a la hora de responsabilizar al estado, pero tampoco deben dejarse sin protección determinados supuestos fácticos generadores de responsabilidad”. Ello, en miras a que el estado provea lo que le compete en la defensa de la plena vigencia de los derechos fundamentales.

Por lo anteriormente expuesto me permito remitir a esta Honorable Legislatura para su análisis, discusión, y en su caso, aprobación el siguiente:

 D E C R E T O
ARTÍCULO ÚNICO. Se expide la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado de Coahuila de Zaragoza y sus Municipios.

LEY DE RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA Y SUS MUNICIPIOS.

CAPÍTULO I

Disposiciones generales

ARTÍCULO 1.- La presente ley es reglamentaria del artículo 113 segundo párrafo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y sus disposiciones son de orden público e interés general.

El objeto de esta ley es fijar las bases y procedimientos para reconocer el derecho a la indemnización a quienes, sin obligación jurídica de soportarlo, sufran daños en su persona o en cualquiera de sus bienes y derechos como consecuencia de la actividad administrativa irregular del Estado.

La responsabilidad extracontractual a cargo del Estado es objetiva y directa, y la indemnización deberá ajustarse a los términos y condiciones señalados en esta ley y en las demás disposiciones legales a que la misma hace referencia.

Las indemnizaciones por pago de daño a cargo del Estado de Coahuila o de los municipios, previstas en otros ordenamientos y que no se regule la forma de su cuantificación, se determinarán aplicando las disposiciones contenidas en la presente ley.

ARTÍCULO 2.- Son sujetos obligados por las disposiciones de esta ley, los entes públicos estatales y municipales en el Estado de Coahuila de Zaragoza. Para los efectos de la misma, se entenderá por entes públicos, salvo mención expresa en contrario, a los poderes Judicial, Legislativo y Ejecutivo del Estado, los ayuntamientos, sus respectivas dependencias y entidades paraestatales o paramunicipales según sea el caso, organismos públicos autónomos, y cualquier otro ente público de carácter estatal o municipal.

En el caso de los poderes Legislativo y Judicial, organismos públicos autónomos, así como los tribunales administrativos, la obligación de indemnizar a que se refiere el artículo anterior, se entenderá exclusivamente por las funciones y actos irregulares materialmente administrativos que realicen.

La Comisión de los Derechos Humanos del Estado de Coahuila de Zaragoza y sus servidores públicos no son sujetos de responsabilidad patrimonial por las opiniones y recomendaciones que formulen.

ARTÍCULO 3.- Para los efectos de esta ley, se entenderá por actividad administrativa irregular, aquella que cause daño a la persona, bienes y derechos de los particulares que no tengan la obligación jurídica de soportarlo, en virtud de no existir fundamento legal o causa jurídica de justificación para legitimar el daño de que se trate.

Para los efectos de esta ley no constituye actividad administrativa irregular:

I.- La realizada en cumplimiento estricto de una disposición legal o de una resolución jurisdiccional;

II.- La derivada del ejercicio de atribuciones originarias;

III.- Las funciones materialmente legislativas o jurisdiccionales;

IV.- Los supuestos de caso fortuito y fuerza mayor;

V.- El daño causado por un tercero en ejercicio de funciones públicas en los términos previstos por esta ley;

VI.- La que causen los servidores públicos cuando actúen fuera del ejercicio de funciones públicas;

VII.- Aquella en la que exista una relación de medio a fin en cuanto al beneficio futuro que habrá de obtener el particular; y

VIII.- La que derive de hechos y circunstancias que no se hubieren podido prever o evitar según el estado de los conocimientos de la ciencia o de la técnica existentes al momento de su acaecimiento.

ARTÍCULO 4.- Los daños y perjuicios materiales que constituyan la lesión patrimonial reclamada, incluidos los personales y morales, habrán de ser reales, evaluables en dinero, directamente relacionados con una o varias personas, y desiguales a los que pudieran afectar al común de la población. La excepción a lo previsto en este párrafo corresponderá ser probada por el sujeto obligado.

ARTÍCULO 5.- Los entes públicos cubrirán las indemnizaciones derivadas de responsabilidad patrimonial que se determinen conforme a esta ley, con cargo a sus respectivos presupuestos.

Los pagos de las indemnizaciones derivadas de responsabilidad patrimonial se realizarán conforme a la disponibilidad presupuestaria del ejercicio fiscal correspondiente, sin afectar el cumplimiento de los objetivos de los programas que se aprueben en el Presupuesto de Egresos del Estado.

ARTÍCULO 6.- Los entes públicos, tomando en cuenta la disponibilidad de recursos para el ejercicio fiscal correspondiente, incluirán en sus respectivos anteproyectos de presupuesto los recursos para cubrir las erogaciones derivadas de responsabilidad patrimonial conforme al orden establecido en el registro de indemnizaciones a que se refiere el artículo 20 de la presente ley.

Los Ayuntamientos al aprobar su presupuesto de egresos municipal, deberán prever el monto de la partida presupuestal que deberá destinarse para cubrir las erogaciones que deriven de la responsabilidad patrimonial.

El Ejecutivo del Estado propondrá al Congreso del Estado, en la iniciativa del Presupuesto de Egresos del Estado para el Ejercicio Fiscal correspondiente, el monto de la partida presupuestal que deberá destinarse para cubrir las erogaciones que deriven de la responsabilidad patrimonial.

La suma total de los recursos comprendidos en los respectivos presupuestos aprobados de los entes públicos, no podrá exceder del equivalente al 0.3 al millar del gasto programable del Presupuesto de Egresos del Estado para el ejercicio fiscal correspondiente.

En la fijación de los montos de las partidas presupuestales deberán preverse las indemnizaciones que no hayan podido ser pagadas en el ejercicio inmediato anterior, según lo dispuesto en el artículo 8 de la presente ley.

ARTÍCULO 7.- El Ejecutivo Estatal, a través de la Secretaría de Finanzas, en los términos de la Ley Reglamentaria del Presupuesto de Egresos del Estado de Coahuila de Zaragoza, deberá autorizar el traspaso de los montos presupuestales aprobados a las diferentes dependencias o entidades de la Administración Pública Estatal para responsabilidad patrimonial, cuando por la naturaleza de la actividad administrativa de las mismas, sea pertinente y se justifique ante las autoridades competentes.

En el caso de las entidades no sujetas o sujetas parcialmente a control presupuestal, los traspasos correspondientes deberán ser aprobados por los órganos de gobierno respectivos.

ARTÍCULO 8.- Las indemnizaciones fijadas por autoridades administrativas que excedan del monto máximo presupuestado en un ejercicio fiscal determinado serán cubiertas en el siguiente ejercicio fiscal, según el orden de registro a que se refiere el artículo 20 de la presente ley.

ARTÍCULO 9.- La presente ley se aplicará supletoriamente a las diversas leyes administrativas que contengan un régimen especial de responsabilidad patrimonial del Estado. 

A falta de disposición expresa en esta ley, se aplicarán las disposiciones contenidas en el Código de Justicia Administrativa del Estado, el Código Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza y los principios generales del derecho.

ARTÍCULO 10.- Los entes públicos tendrán la obligación de denunciar ante el Ministerio Público a toda persona que directa o indirectamente participe, coadyuve, asista o simule la producción de daños con el propósito de acreditar indebidamente la Responsabilidad Patrimonial del Estado o de obtener alguna de las indemnizaciones a que se refiere esta ley.

CAPÍTULO II

Indemnizaciones

ARTÍCULO 11.- La indemnización por Responsabilidad Patrimonial del Estado y los municipios derivada de la actividad administrativa irregular, deberá pagarse al reclamante de acuerdo a las modalidades que establece esta ley y las bases siguientes:

a) Deberá pagarse en moneda nacional;

b) Podrá convenirse su pago en especie;

c) La cuantificación de la indemnización se calculará de acuerdo a la fecha en que la lesión efectivamente se produjo o la fecha en que haya cesado cuando sea de carácter continuo, sin perjuicio de la actualización de los valores al tiempo de su efectivo pago, de conformidad con el Código Fiscal para el Estado de Coahuila de Zaragoza;

d) En todo caso deberá actualizarse la cantidad a indemnizar al tiempo en que haya de efectuarse el cumplimiento de la resolución por la que se resuelve y ordena el pago de la indemnización;

e) A las indemnizaciones deberán sumarse en su caso, y según la cantidad que resulte mayor, los intereses por demora que establece el Código Fiscal para el Estado de Coahuila de Zaragoza en materia de devolución morosa de pagos indebidos, o pago del interés legal que determina el Código Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza; y 

f) Los entes públicos podrán cubrir el monto de la indemnización mediante parcialidades en ejercicios fiscales subsecuentes, realizando una proyección de los pagos de acuerdo a lo siguiente:

1. Los diversos compromisos programados de ejercicios fiscales anteriores y los que previsiblemente se presentarán en el ejercicio de que se trate;

2. El monto de los recursos presupuestados o asignados en los cinco ejercicios fiscales previos al inicio del pago en parcialidades, para cubrir la Responsabilidad Patrimonial del Estado por la actividad administrativa irregular impuestas por autoridad competente, y

3. Los recursos que previsiblemente serán aprobados y asignados en el rubro correspondiente a este tipo de obligaciones en los ejercicios fiscales subsecuentes con base en los antecedentes referidos en el numeral anterior y el comportamiento del ingreso-gasto.

Para los efectos del inciso e) de este artículo, los términos para el cómputo de los intereses empezarán a correr 30 días después de que quede firme la resolución administrativa o jurisdiccional, según sea el caso, que ponga fin al procedimiento en forma definitiva.

ARTÍCULO 12.- Las indemnizaciones corresponderán a la reparación integral del daño y, en su caso, por el daño personal y moral.

ARTÍCULO 13.- El monto de la indemnización por daños y perjuicios materiales se sujetará a la práctica de un avalúo, que tenderá a establecer el valor comercial, los frutos que en su caso hubiere podido producir la cosa objeto del avalúo y todas las circunstancias que puedan influir en la determinación del valor comercial.

ARTÍCULO 14.- Los montos de las indemnizaciones se calcularán de la siguiente forma: 

I. En el caso de daños personales:

a) Corresponderá una indemnización con base en los dictámenes médicos correspondientes, conforme a lo dispuesto para riesgos de trabajo en la Ley Federal del Trabajo, y

b) Además de la indemnización prevista en el inciso anterior, el reclamante o causahabiente tendrá derecho a que se le cubran los gastos médicos comprobables que en su caso se eroguen, de conformidad con lo que la Ley Federal del Trabajo disponga para riesgos de trabajo.

II. En el caso de daño moral, la autoridad administrativa o jurisdiccional, en su caso, calculará el monto de la indemnización de acuerdo con los criterios establecidos en el Código Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza, debiendo tomar en consideración los dictámenes periciales ofrecidos por el reclamante.

La indemnización por daño moral que el ente público esté obligado a cubrir no excederá del equivalente a 20,000 veces el salario mínimo general diario vigente en el Estado, por cada reclamante afectado, y

III. En el caso de muerte, el cálculo de la indemnización se hará de acuerdo a lo dispuesto en el Código Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza  en sus artículos 1890 y 1891, así como también tomando en cuenta el nivel de ingreso familiar del afectado.

IV. En el caso de daños emergentes, lucro cesante, la autoridad administrativa o jurisdiccional según sea el caso, calculará el monto de la indemnización de acuerdo al daño causado al bien o derecho del particular afectado.

ARTÍCULO 15.- El monto de la indemnización, se determinará atendiendo a la fecha en que se hubiese causado el daño o la fecha en que hubiesen cesado sus efectos cuando fuere de carácter continuo.

Dicho monto se actualizará por el periodo comprendido entre la fecha de causación del daño y la de la resolución que reconozca el derecho a la indemnización.

La actualización del monto de la indemnización se obtendrá multiplicando dicha cantidad por el factor de actualización que corresponda, mismo que se obtendrá dividiendo el Índice Nacional de Precios al Consumidor del mes anterior al más reciente del periodo entre el citado índice correspondiente al mes anterior al más antiguo de dicho periodo.

El Índice Nacional de Precios al Consumidor será el que publique el Banco de México. En los casos en que el índice correspondiente al mes anterior al más reciente del período, no haya sido publicado, la actualización de que se trate se realizará aplicando el último índice mensual publicado.

ARTÍCULO 16.- Cuando el daño ocasionado al particular le produzca incapacidad para trabajar, y carezca de las prestaciones que otorgan las instituciones públicas de seguridad social para el sostenimiento personal durante el término de la incapacidad, la indemnización incluirá el equivalente a un salario mínimo vigente en el Estado, mientras subsista la imposibilidad de trabajar.

ARTÍCULO 17.- A las indemnizaciones deberán sumarse, en su caso, los intereses moratorios aplicándose el interés legal que determina el Código Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza.

El término para el cómputo de los intereses empezará a correr treinta días después de que quede firme la resolución administrativa o jurisdiccional que ponga fin al procedimiento en forma definitiva.

ARTÍCULO 18.- Los entes públicos podrán contratar un seguro por responsabilidad patrimonial a efecto de hacer frente a las reclamaciones por responsabilidad patrimonial, la cual preferentemente se hará a través de la Secretaría de Finanzas a efecto de optimizar su contratación.

ARTÍCULO 19.- Las indemnizaciones deberán cubrirse en su totalidad de conformidad con los términos y condiciones dispuestos por esta ley y a las que ella remita. En los casos de haberse celebrado contrato de seguro contra la responsabilidad, ante la eventual producción de daños y perjuicios que sean consecuencia de la actividad administrativa irregular del Estado, la suma asegurada se destinará a cubrir el monto equivalente a la reparación integral. De ser ésta insuficiente, el Estado continuará obligado a resarcir la diferencia respectiva. El pago de cantidades líquidas por concepto de deducible corresponde al Estado y no podrá disminuirse de la indemnización.

ARTÍCULO 20.- Las resoluciones o sentencias firmes deberán registrarse por el ente público responsable, quienes deberán llevar un registro de indemnizaciones debidas por responsabilidad patrimonial, que será de consulta pública. En cualquier caso, los registros previstos por el presente artículo deberán ser publicados en los respectivos portales de internet de los entes públicos obligados.

Las indemnizaciones por lesiones patrimoniales serán pagadas tomando en cuenta el orden cronológico en que se emitan las resoluciones de las autoridades administrativas.

El ente público responsable según corresponda deberá realizar el pago de las indemnizaciones en un plazo no mayor a 30 días hábiles posteriores a la fecha de emisión de las resoluciones o sentencias firmes, y solo que existan razones justificadas debidamente señaladas por el ente público, podrá ampliarse por 15 días hábiles más por una sola vez, sin que ello implique la generación de interés o cargo adicional alguno.

CAPÍTULO III

Procedimiento

ARTÍCULO 21.- Los procedimientos de responsabilidad patrimonial de los entes públicos se iniciarán por reclamación de la parte interesada. La parte interesada deberá describir puntualmente los hechos causantes de la lesión patrimonial producida y señalar la cuantía de la indemnización pretendida.

La autoridad que conozca del recurso de reclamación de daño patrimonial, deberá suplir la deficiencia de los escritos de reclamación, únicamente en cuestiones que no incidan en la resolución del asunto, tales como el ente público presunto responsable, cita de ordenamientos legales, ente público ante quien se promueve, entre otros errores de forma.

ARTÍCULO 22.- La parte interesada deberá presentar su reclamación ante la dependencia o entidad presuntamente responsable u organismo público autónomo, conforme a lo establecido en el Código de Justicia Administrativa del Estado.

En caso de que la parte interesada ingrese su reclamación ante un ente público que no sea el responsable de la presunta actividad administrativa irregular, éste tendrá la obligación de remitirla en un término no mayor de 3 días hábiles al ente público competente, por lo que el término de substanciación empezará a correr a partir de que la autoridad competente lo reciba, además, dicho periodo no se computara para efectos del término de prescripción previsto en el artículo 31 de esta ley.

Los particulares en su demanda, deberán señalar, en su caso, el o los servidores públicos involucrados en la actividad administrativa que se considere irregular.

Si iniciado el procedimiento de responsabilidad patrimonial del Estado, se encontrare pendiente alguno de los procedimientos por los que el particular haya impugnado el acto de autoridad que se reputa como dañoso, el procedimiento de responsabilidad patrimonial del Estado se suspenderá hasta en tanto en los otros procedimientos, la autoridad competente no haya dictado una resolución que cause estado.

ARTÍCULO 23.- Las reclamaciones de indemnización por responsabilidad de la administración pública del Estado o los municipios que se presenten ante la Comisión de los Derechos Humanos del Estado de Coahuila de Zaragoza, o bien que deriven del conocimiento de una queja o denuncia ante dicho organismo, deberán ser turnadas al ente público presuntamente relacionado con la producción del daño reclamado.

ARTÍCULO 24.- El procedimiento de responsabilidad patrimonial deberá ajustarse, además de lo dispuesto por esta ley, a lo dispuesto por el Código de Justicia Administrativa del Estado y Código Fiscal para el Estado de Coahuila de Zaragoza en la vía administrativa, y el primero de los citados en la vía jurisdiccional.

Asimismo en lo que respecta a la substanciación del procedimiento de responsabilidad patrimonial, en el ofrecimiento, desahogo y valoración de pruebas, en lo no previsto en el Código de Justicia Administrativa del Estado se deberá aplicar de manera supletoria el Código de Procedimientos Civiles para el Estado.

ARTÍCULO 25.- La nulidad o anulabilidad de actos administrativos por la vía administrativa, o por la vía jurisdiccional contencioso-administrativa, no presupone por sí misma derecho a la indemnización.

ARTÍCULO 26.- El daño que se cause al patrimonio de los particulares por la actividad administrativa irregular, deberá acreditarse tomando en consideración los siguientes criterios:

I. En los casos en que la causa o causas productoras del daño sean identificables, la relación causa-efecto entre la lesión patrimonial y la acción administrativa irregular imputable al Estado deberá probarse fehacientemente, y

II. En su defecto, la causalidad única o concurrencia de hechos y condiciones causales, así como la participación de otros agentes en la generación de la lesión reclamada, deberá probarse a través de la identificación precisa de los hechos que produjeron el resultado final, examinando rigurosamente las condiciones o circunstancias originales o sobrevenidas que hayan podido atenuar o agravar la lesión patrimonial reclamada.

ARTÍCULO 27.- La responsabilidad del Estado deberá probarla el reclamante que considere lesionado su patrimonio, por no tener la obligación jurídica de soportarlo. Por su parte, al ente público corresponderá probar, en su caso, la participación de terceros o del propio reclaman te en la producción de los daños y perjuicios irrogados al mismo; que los daños no son consecuencia de la actividad administrativa irregular de los entes públicos; que los daños derivan de hechos o circunstancias imprevisibles o inevitables según los conocimientos de la ciencia o de la técnica existentes en el momento de su acaecimiento, o bien, la existencia de la fuerza mayor que lo exonera de responsabilidad patrimonial.

ARTÍCULO 28.- Las resoluciones que dicte el ente público con motivo de las reclamación es que prevé la presente ley, deberán contener como elementos mínimos el relativo a la existencia de la relación de causalidad entre la actividad administrativa y la lesión producida y la valoración del daño o perjuicio causado, así como el monto en dinero o en especie de la indemnización, explicitando los criterios utilizados para su cuantificación. Igualmente en los casos de concurrencia previstos en el Capítulo IV de esta ley, en dicha resolución se deberán razonar los criterios de imputación y la graduación correspondiente para su aplicación a cada caso en particular.

ARTÍCULO 29.- Las resoluciones de la autoridad administrativa que nieguen la indemnización, o que, por su monto, no satisfagan al interesado podrán impugnarse mediante recurso de revisión en vía administrativa o bien, directamente por vía jurisdiccional ante el Tribunal de lo Contencioso-Administrativo del Estado mediante juicio de nulidad.

ARTÍCULO 30.- Cuando de las actuaciones, documentos e informes del procedimiento, el órgano de conocimiento considere que son inequívocas la relación de causalidad entre el daño y la actividad administrativa irregular de los entes públicos, la valoración de la lesión patrimonial y el cálculo de la cuantía de la indemnización, podrá acordar de oficio o a petición de parte interesada, un procedimiento abreviado en los siguientes términos:

I. Se podrá iniciar antes de la verificación de la audiencia a que se refiere el artículo 638 o correlativo del Código de Justicia Administrativa del Estado;

II. Se concederá un plazo de cinco días hábiles al interesado para que ofrezca pruebas, tales como la documental, instrumental, pericial, reconocimiento e inspección judicial, fotografía, videograbación y las demás que se establezcan en las disposiciones que resulten aplicables; a partir del acuerdo que determine el inicio de dicho procedimiento, tiempo durante el cual las partes, podrán también dar por terminado el procedimiento mediante convenio, y

III. Una vez recibidas las pruebas, se desahogarán éstas y las ofrecidas con antelación, dentro de los cinco días hábiles siguientes, y la autoridad deberá emitir la resolución o sentencia en un lapso no mayor a cinco días hábiles, después de concluida aquella, en la que se determinará la relación de causalidad entre la actividad administrativa irregular de los entes públicos y el daño producido; la valoración del daño causado y la cuantía y modo de la indemnización, considerando los criterios previstos en la presente ley.

ARTÍCULO 31.- El derecho a reclamar indemnización prescribe en un año, mismo que se computará a partir del día siguiente a aquel en que se hubiera producido la lesión patrimonial, o a partir del momento en que hubiesen cesado sus efectos lesivos, si fuesen de carácter continuo. Cuando existan daños de carácter físico o psíquico a las personas, el plazo de prescripción empezará a correr desde la curación o la determinación del alcance de las secuelas.

Los plazos de prescripción previstos en este artículo, se interrumpirán al iniciarse el procedimiento de reclamación, a través de los cuales se impugne la legalidad de los actos administrativos que probablemente produjeron los daños o perjuicios.

ARTÍCULO 32.- Los reclamantes afectados podrán celebrar convenio con los entes públicos, a fin de dar por concluida la controversia, mediante la fijación y el pago de la indemnización que las partes acuerden. Para la validez de dicho convenio se requerirá, según sea el caso, la aprobación por parte de la contraloría interna o del órgano de vigilancia correspondiente.

CAPÍTULO IV

Concurrencia

ARTÍCULO 33.- En caso de concurrencia acreditada en términos del artículo 26 de esta Ley, el pago de la indemnización deberá distribuirse proporcionalmente entre todos los causantes de la lesión patrimonial reclamada, de acuerdo con su respectiva participación. Para los efectos de la misma distribución, las autoridades administrativas tomarán en cuenta, entre otros, los siguientes criterios de imputación, mismos que deberán graduarse y aplicarse de acuerdo con cada caso concreto:

a) Deberá atribuirse a cada ente público los hechos o actos dañosos que provengan de su propia organización y operación, incluyendo las de sus órganos administrativos desconcentrados. A los entes públicos de los cuales dependan otro u otros entes, sólo se les atribuirán los hechos o actos dañosos cuando los segundos no hayan podido actuar en forma autónoma. A los entes públicos que tengan la obligación de vigilancia respecto de otros, sólo se les atribuirán los hechos o actos dañosos cuando de ellos dependiera el control y supervisión total de los entes vigilados;

b) Los entes públicos responderán únicamente de los hechos o actos dañosos que hayan ocasionado los servidores públicos que les estén adscritos;

c) Los entes públicos que tengan atribuciones o responsabilidad respecto de la prestación del servicio público y cuya actividad haya producido los hechos o actos dañosos responderán de los mismos, sea por prestación directa o con colaboración interorgánica;

d) Los entes públicos que hubieran proyectado obras que hayan sido ejecutadas por otras responderá de los hechos o actos dañosos causados, cuando las segundas no hayan tenido el derecho de modificar el proyecto por cuya causa se generó la lesión patrimonial reclamada. Por su parte, los entes públicos ejecutores responderán de los hechos o actos dañosos producidos, cuando éstos no hubieran tenido como origen deficiencias en el proyecto elaborado, y

e) Cuando en los hechos o actos dañosos concurra la intervención de la autoridad local y la federal, la primera deberá responder del pago de la indemnización en forma proporcional a su respectiva participación, quedando la parte correspondiente de la federación en los términos que su propia legislación disponga.

El Gobierno Estatal, a través de la Secretaría de Fiscalización y Rendición de Cuentas, en el ámbito de sus respectivas atribuciones, podrá celebrar convenios de coordinación con el gobierno federal y las entidades federativas respecto de la materia que regula la presente ley.

ARTÍCULO 34.- En el supuesto de que el reclamante se encuentre entre los causantes de la lesión cuya reparación solicita, la proporción cuantitativa de su participación en el daño y perjuicio causado se deducirá del monto de la indemnización total.

ARTÍCULO 35.- En el supuesto de que entre los causantes de la lesión patrimonial reclamada no se pueda identificar su exacta participación en la producción de la misma, se establecerá entre ellos una responsabilidad solidaria frente al reclamante, debiéndose distribuir el pago de la indemnización en partes iguales entre todos los cocausantes.

ARTÍCULO 36.- En el supuesto de que las reclamaciones deriven de hechos o actos dañosos producidos como consecuencia de una concesión de servicio público por parte de algún ente público y las lesiones patrimoniales hayan tenido como causa una determinación del concesionante que sea de ineludible cumplimiento para el concesionario, el ente público responderá directamente.

En caso contrario, cuando el daño reclamado haya sido ocasionado por la actividad del concesionario y no se derive de una determinación impuesta por el concesionante, la reparación correrá a cargo del concesionario, y de ser éste insolvente, el ente público la cubrirá subsidiariamente, pudiendo repetir contra el concesionario.

Los concesionarios tendrán la obligación de contratar seguros u otorgar garantías a favor del concesionante, para el caso de que la lesión reclamada haya sido ocasionada por la actividad del concesionario y no se derive de una determinación del concesionante.

CAPÍTULO V

Derecho repetir contra los servidores públicos

ARTÍCULO 37.- Los entes públicos podrán repetir de los servidores públicos el pago de la indemnización cubierta a los particulares cuando, previa substanciación del procedimiento administrativo disciplinario previsto en la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos Estatales y Municipales del Estado de Coahuila de Zaragoza, se determine su responsabilidad, y que la falta administrativa haya tenido el carácter de infracción grave. El monto que se exija al servidor público por este concepto formará parte de la sanción económica que se le aplique.

La gravedad de la infracción se calificará de acuerdo con los criterios sobre los estándares promedio de la actividad administrativa, la perturbación de la misma, la existencia o no de intencionalidad, la responsabilidad profesional y su relación con la producción del resultado dañoso.

ARTÍCULO 38.- Los entes públicos también podrán instruir igual procedimiento a los servidores públicos nombrados, designados o contratados por aquellos y, en general, a toda persona que desempeñe un empleo, cargo o comisión de cualquier naturaleza en la Administración Pública Estatal y Municipal, cuando le hayan ocasionado daños y perjuicios en sus bienes y derechos derivado de faltas o infracciones administrativas graves. Lo anterior, sin perjuicio de lo dispuesto por otras leyes aplicables en la materia.

ARTÍCULO 39.- Los servidores públicos podrán impugnar las resoluciones administrativas por las que se les imponga la obligación de resarcir los daños y perjuicios que el ente público haya pagado con motivo de los reclamos indemnizatorios respectivos, a través del recurso de revisión, o ante el Tribunal de lo Contencioso-Administrativo del Estado, en términos de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos Estatales y Municipales del Estado de Coahuila de Zaragoza.

Los servidores públicos del Poder Judicial y del Legislativo, y los de los órganos autónomos del Estado, sólo podrán impugnarlas a través de la vía judicial

ARTÍCULO 40.- La presentación de reclamaciones por responsabilidad patrimonial de los entes públicos interrumpirá los plazos de prescripción que la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos Estatales y Municipales del Estado de Coahuila de Zaragoza determina para iniciar el procedimiento administrativo disciplinario a los servidores públicos, los cuales se reanudarán cuando quede firme la resolución o sentencia definitiva que al efecto se dicte en el primero de los procedimientos mencionados.

ARTÍCULO 41.- Las cantidades que se obtengan con motivo de las sanciones económicas que las autoridades competentes impongan a los servidores públicos, en términos de lo dispuesto por la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos Estatales y Municipales del Estado de Coahuila de Zaragoza se adicionarán, según corresponda, al monto de los recursos previstos para cubrir las obligaciones indemnizatorias derivadas de la responsabilidad patrimonial de los entes públicos.

TRANSITORIOS

ARTÍCULO PRIMERO.- La presente ley entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

ARTÍCULO SEGUNDO.- En los procedimientos de responsabilidad patrimonial iniciados durante el ejercicio fiscal del 2015, en los que se determine una indemnización a cargo de los sujetos obligados, deberá atenderse en lo conducente, lo dispuesto en los artículos 8 y 20 del presente ordenamiento.

ARTÍCULO TERCERO.- Los sujetos obligados referidos en la presente ley, a partir del ejercicio fiscal del 2016 incluirán en sus respectivos presupuestos una partida que haga frente a su responsabilidad patrimonial.

ARTÍCULO CUARTO.- Los asuntos que se encuentren en trámite en los entes públicos estatales y municipales, relacionados con la indemnización a los particulares derivada de las faltas administrativas en que hubieren incurrido los servidores públicos, se atenderán hasta su total terminación de acuerdo con las disposiciones aplicables a la fecha en que inició el procedimiento administrativo correspondiente.

ARTÍCULO QUINTO.- Se derogan todas las disposiciones legales en lo que se opongan al contenido del presente Decreto.

DADO. En la residencia del Poder Ejecutivo, en la ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a los veintiún días del mes de enero de dos mil quince. 

A T E N T A M E N T E

SUFRAGIO EFECTIVO, NO REELECCIÓN

EL GOBERNADOR CONSTITUCIONAL DEL ESTADO
DE COAHUILA DE ZARAGOZA

RUBÉN IGNACIO MOREIRA VALDEZ

	EL SECRETARIO DE GOBIERNO

VÍCTOR MANUEL ZAMORA RODRÍGUEZ
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